
OPINIÓN Nº 080-2010/DTN

                                                           T.D: 512014

Entidad:
Jurado Nacional de Elecciones
Asunto:
Inscripción en el RNP
Referencias:
a) Oficio Nº 769-2010-DGRS/JNE


b) Oficio Nº 780-2010-DGRS/JNE

1. ANTECEDENTES
Mediante el documento de la referencia, la Directora General de Recursos y Servicios del Jurado Nacional de Elecciones consulta si el contrato suscrito con un proveedor cuya inscripción en el Registro Nacional de Proveedores (RNP) no se encuentra vigente debería ser resuelto, nulo o se deberá continuar con la ejecución de prestaciones, sin perjuicio de la sanción correspondiente. 
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en adelante, la “Ley”) y la Segunda Disposición Complementaria Final de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en adelante, el “Reglamento”).

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad formula la siguiente consulta:

“¿En el caso de una relación contractual cuyo contrato fue suscrito por un proveedor que a la fecha de la suscripción de éste no tenía el Registro Nacional de Proveedores (RNP) vigente, pero que posteriormente fue renovada, procede: a) La resolución del contrato, b) la nulidad del contrato, o c) la continuación del contrato, todo ello sin perjuicio de la comunicación que la Entidad deberá remitir al Tribunal del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado, para la sanción correspondiente?”
Sobre el particular, cabe señalar lo siguiente:
2.1. 
El artículo 9º de la Ley establece que “Para ser participante, postor y/o contratista se requiere estar inscrito en el Registro Nacional de Proveedores (RNP) y no estar impedido, sancionado ni inhabilitado para contratar con el Estado” (el subrayado es agregado).


Por su parte, el artículo 252º del Reglamento, en su último párrafo, establece que “Los proveedores serán responsables de que su inscripción en el Registro correspondiente del RNP se encuentre vigente durante su participación en el proceso de selección hasta la suscripción del contrato”, precisando que “Las Entidades deberán verificar su autenticidad y vigencia en el portal institucional de OSCE” (el subrayado es agregado).


Adicionalmente, corresponde señalar que el Anexo Único del Reglamento “Anexo de Definiciones” establece que contratista es aquel proveedor que celebre un contrato con una Entidad, de conformidad con las disposiciones de la Ley y del presente Reglamento. 


De las normas acotadas precedentemente se desprende que, para ser participante, postor o contratista es necesario estar inscrito en el RNP, siendo responsabilidad del participante mantener vigente su inscripción durante el proceso de selección, hasta la suscripción del contrato. Asimismo, es obligación de la Entidad verificar que dicha inscripción se encuentre vigente.

2.2. 
De otro lado, en caso una Entidad haya suscrito un contrato con un proveedor que no contaba con inscripción vigente en el RNP, tal situación generaría la invalidez del contrato, debido a que se habría incumplido requisitos esenciales previstos por la normativa de contrataciones del Estado para la suscripción del contrato. Siendo que, en otro escenario, de haberse advertido la caducidad de la inscripción, la Entidad no habría suscrito el contrato con dicho proveedor y hubiera contratado con otro distinto.
En tal sentido, dado que existiría un vicio trascendente en la voluntad de la Entidad, cual es contratar con un proveedor que no tiene inscripción válida en el RNP, este hecho acarrearía la nulidad del contrato. 
2.3. 
Ahora bien, corresponde precisar que, la normativa de contrataciones ha previsto que cualquier Entidad del Estado puede declarar de oficio la nulidad de un contrato o procurar su nulidad  a través de un procedimiento arbitral.


Sobre el particular, según lo establecido en el artículo 56º de la Ley, después de celebrados los contratos la Entidad podrá declarar la nulidad de oficio en los siguientes casos: a) por haberse suscrito en contravención con el artículo 10º de la normativa de contrataciones; b) cuando se verifique la trasgresión del principio de presunción de veracidad durante el proceso de selección o para la suscripción del contrato; c) cuando se haya suscrito el contrato no obstante encontrarse en trámite un recurso de apelación; o, d) cuando no se haya utilizado el proceso de selección correspondiente. 

De lo señalado, se entendería que, la potestad de declarar la nulidad de oficio que detenta la Entidad sólo podrá ejercerse si se presenta alguna de las causales señaladas en el mencionado artículo. 

En tal sentido, no cabe que la Entidad declare de oficio la nulidad de un contrato a raíz de que esta haya advertido que el contratista, a la fecha de suscripción de éste, no contaba con inscripción vigente en el RNP, debido a que no se ajusta a ninguna de las causales de nulidad establecidas en el artículo 56º de la Ley. 


En todo caso, la nulidad del contrato tendría que procurarse a través de un procedimiento arbitral, en vista de que el artículo 52º de la Ley ha dispuesto que  las controversias que surjan entre la partes respecto de la ejecución, interpretación, resolución, inexistencia, ineficacia, nulidad o invalidez del contrato se resuelven mediante conciliación o arbitraje, según el acuerdo de las partes. 
2.4. 
Sin perjuicio de lo indicado, es cierto que iniciar el procedimiento correspondiente para declarar nulo el contrato, podría eventualmente afectar el logro de una solución eficiente para los intereses de la Entidad.

Al respecto, deberá tomarse en consideración que la normativa de contratación pública ha previsto trece (13) principios que rigen las contrataciones del Estado, entre las que se encuentra el Principio de Eficiencia, en virtud del cual “las contrataciones que realicen las Entidades deberán efectuarse bajo las mejores condiciones de calidad, precio y plazos de ejecución y entrega y con  el mejor uso de los recursos materiales y humanos disponibles”. 

En virtud de ello, compete a la Entidad evaluar cada situación concreta sobre la base de los principios que rigen las contrataciones del Estado y tomar la decisión más conveniente para el Estado; es decir, solicitar la nulidad del contrato a través de la vía arbitral o continuar con su ejecución considerando  los intereses públicos involucrados, bajo su responsabilidad. 
3. CONCLUSIÓN 
Considerando que la falta de inscripción en el RNP constituye un vicio trascendente que afectaría la formación de la voluntad de la Entidad, ello acarrea la nulidad del contrato celebrado con aquel proveedor que no cuenta con inscripción vigente. Dicha nulidad deberá efectuarse mediante conciliación o arbitraje, según el acuerdo de las partes. 
Jesús María, 29 de diciembre de 2010.
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